SANCIÓN POR DESACATO/ Revocatoria por cumplimiento del fallo de tutela

“En esta sede, la entidad accionada acreditó que había dado cumplimiento a la orden impartida en el fallo de tutela, como quiera que mediante Resolución GNR 36839 de 3 de febrero de 2016, el Gerente Nacional de Reconocimiento decidió reconocer y ordenar el pago del incremento de la pensión de invalidez del actor, en cumplimiento de fallo laboral.”

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-633 de 2013
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Pereira, febrero dieciséis (16) de dos mil dieciséis (2016)

Acta No. 72 de 16 de febrero de 2016

Expediente 66001-31-10-002-2015-00171-02
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 27 de octubre del año pasado, por medio del cual se sancionó a las Dras. Zulma Constanza Guauque Becerra y Doris Patarroyo Patarroyo, en su orden Gerentas Nacionales de Reconocimiento y de Nómina de Colpensiones, con dos días de arresto y multa de un salario mínimo mensual legal vigente, por desacato a un fallo de tutela.
ANTECEDENTES

Mediante sentencia del 21 de mayo de 2015, el juzgado de conocimiento resolvió conceder la tutela invocada por Ómar de Jesús Restrepo Castañeda y ordenó a las Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Nómina de Colpensiones que en el término de cuarenta y ocho horas dieran respuesta a la petición que elevó el actor el 13 de febrero de ese mismo año y procedieran a reajustar su pensión de invalidez, “según fuera reconocido por la justicia laboral”.
El 9 de junio siguiente el apoderado del demandante informó que aún no se había obedecido tal orden. 
Mediante proveído del 1º de julio se ordenó oficiar al Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones de Colpensiones en aras de que hiciera cumplir la sentencia de tutela, en su calidad de superior jerárquico de aquellas funcionarias. A estas últimas, se dispuso requerir para que ejercieran su derecho de defensa. No hubo pronunciamiento.

Por auto de 22 de julio se dio apertura al incidente de desacato y se concedió a las Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Nómina el término de tres días con el fin de que se pronunciaran y aportaran las pruebas que pretendieran hacer valer. Ese plazo transcurrió en silencio.

Con sustento en los autos 202 de 2013 y 181 de 2015 de la Corte Constitucional, el 5 de agosto se requirió a la parte demandante para que identificara el proceso laboral en el cual se reconoció el reajuste de la pensión de invalidez. Cumplido lo cual se procedería a oficiar a las referidas funcionarias de Colpensiones con el fin de que, dentro de los cinco días siguientes, explicaran las razones por las cuales no habían resuelto la petición elevada el 13 de febrero de 2015.
La Gerente Nacional de Defensa Judicial de Colpensiones solicitó se requiriera al demandante para que enviara los documentos necesarios para dar cumplimiento al fallo ordinario. 

El apoderado del actor brindó la información solicitada respecto al proceso laboral y posteriormente indicó que los referidos documentos fueron remitidos a Colpensiones desde el 13 de febrero de 2015.
Se decretaron pruebas el 1º de octubre y el 27 de ese mismo mes se dictó el auto motivo de consulta.

En sede de consulta, esta Sala, mediante auto de 27 de noviembre último, ordenó la devolución del proceso con el fin de que se practicara la correcta comunicación de la providencia que resolvió el incidente, ya que había sido notificada por estado. 

Lo anterior fue acatado mediante auto de 11 de diciembre.

Allegadas nuevamente las diligencias a esa Sala, la Vicepresidenta Jurídica y Secretaría General de Colpensiones solicitó declarar el hecho superado, habida cuenta de que mediante resolución GNR 36839 de 3 de febrero de 2016 se dio respuesta de fondo a la petición relacionada con la cuenta de cobro de fallo judicial, elevada por el actor. Copia de ese acto administrativo se incorporó a la actuación.

El pasado 9 de febrero el representante judicial del demandante informó que “el objeto de la acción de tutela ha sido cumplido, mediante resolución Nº 36839” y por tanto solicitó “la terminación del amparo por cumplimiento”
.  

CONSIDERACIONES 

El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que señale la ley. Por medio de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza.

El incidente por desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela, la que debe ser impuesta por medio de un trámite especial que garantice los derechos de defensa y el debido proceso, para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”.

Como atrás se indicara, en la sentencia de tutela, el juzgado de conocimiento ordenó a las Gerentas Nacionales de Reconocimiento y Nómina de Colpensiones resolver de fondo la petición presentada por el accionante, relacionada con el cumplimiento de sentencia laboral que reconoció el reajuste de su pensión de invalidez.
Ante la manifestación de la parte demandante de no haberse cumplido tal orden y la ausencia de pruebas que demostraran lo contrario, se abrió el incidente por desacato. Luego, se dictó la providencia objeto de consulta.

En esta sede, la entidad accionada acreditó que había dado cumplimiento a la orden impartida en el fallo de tutela, como quiera que mediante Resolución GNR 36839 de 3 de febrero de 2016, el Gerente Nacional de Reconocimiento decidió reconocer y ordenar el pago del incremento de la pensión de invalidez del actor, en cumplimiento de fallo laboral
. 
Según lo informado a esta Sala por el apoderado del accionante, ya tienen conocimiento de esa decisión.
Significa lo anterior que los derechos vulnerados al demandante se encuentran satisfechos en la actualidad. 

No obstante que la orden contenida en la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada. Así, ha dicho: 

“35. Entonces, el desacato es un mecanismo de creación legal “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
…”
 
Para terminar, considera la Sala necesario llamar la atención al juzgado de primera sede que impuso a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y de Nómina de Colpensiones la obligación de resolver sobre la solicitud presentada por el actor, a pesar de que esa competencia radica exclusivamente en cabeza del primero, de conformidad con el artículo 6.1 del acuerdo 63 de 2013 expedido por la Junta Directiva de Colpensiones, que le atribuyó las funciones de “Atender y dar respuesta oportunamente y de fondo, en los asuntos de su competencia, los derechos de petición y las acciones de tutela que sean interpuestas por los ciudadanos y dar cumplimiento a las sentencias judiciales”. Fue así como en uso de esas facultades, el citado funcionario dio cumplimiento al fallo de tutela. 
Además, aunque en proveído del 5 de agosto de 2015 se indicó que una vez la parte actora rindiera la información solicitada sobre el proceso ordinario laboral, requeriría a esos funcionarios para que en el término de cinco días explicaran las razones por las cuales no habían dado respuesta a la petición del actor, no procedió de conformidad, a pesar de las directrices impartidas por la Corte Constitucional en el auto 181 de 2015, que así lo ordena para casos como el actual en los que se mandó cumplir una providencia judicial. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia,  

R E S U E L V E 

REVOCAR el auto consultado, proferido por el Juzgado Segundo Civil de Familia de Pereira, el 27 de octubre de 2015, en la acción de tutela instaurada por el señor Ómar de Jesús Restrepo Castañeda. En su lugar, se abstiene de sancionar a las Dras. Zulma Constanza Guauque Becerra, anterior Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones y Doris Patarroyo Patarroyo, Gerente Nacional de Nómina, por el incumplimiento a la orden impuesta en el fallo de tutela.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 12, cuaderno No. 3


� Folios 7 a 10 cuaderno No. 3


� Sentencia T-171de 2009, MP. Humberto Sierra Porto. 


� Sentencia T-633 de 2013, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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